
                                                                                     

Otro hachazo a la Comunidad Valenciana  
Ya tenemos sentencia del TSJ 

 

 

 

La publicación de la Orden 23/2013, de 20 de diciembre, “de la Conselleria de 

Hacienda y Administración Pública, por la que se establecen los coeficientes aplicables en 

2013 al valor catastral a los efectos de la comprobación de valores de determinados bienes 

inmuebles de naturaleza urbana en el ámbito de los Impuestos sobre Transmisiones 

Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados y sobre Sucesiones y Donaciones, así como la 

metodología empleada para su elaboración y determinadas reglas para su aplicación”, con 

entrada en vigor el 28 de diciembre de 2013, abrió una nueva etapa en el campo de las 

comprobaciones de valores en la Comunidad Valenciana. 

 

 

Tras la decisiva Sentencia 1336/13 del TSJ de la Comunidad Valenciana de 

1/10/2013, por la que “la Administración no se cerciora del estado real del inmueble y aplica 

parámetros no convenientemente individualizados” en las comprobaciones de valores 

realizadas por la Generalitat Valenciana al amparo del art. 57.1.e) de la LGT, dictamen de 

perito de la Administración, aplicadas en las transmisiones de bienes inmuebles hasta el 

año 2012, la Administración publicó la Orden 23/2013 con entrada en vigor el 28 de 

diciembre de 2013, con carácter retroactivo desde el 1 de enero del mismo año, aplicando 

el método contemplado en el art. 57.1.b) de la LGT, estimación por referencia a los valores 

que figuren en los registros oficiales de carácter fiscal, lo cual está permitiendo a la 

Administración la enviada masiva de notificaciones en base a uno de los métodos “más 

cómodos” de los contemplados en el art. 57.1 de la LGT. 

 

 

Si bien el método aplicado hasta el año 2012, dictamen de perito de la 

Administración, partía de un “valor del suelo” y un “valor de la construcción” en función de 



                                                                                     

la ubicación del inmueble calculándose unitariamente, pues ambos valores se apoyaban en 

determinados estudios de mercado elaborados por la Administración y que a su vez 

tuvieron en cuenta otros del Ministerio de Economía, aplicándoles además unos 

coeficientes de "actualización" basados en apreciaciones de dicha Administración 

Valenciana, lo cierto es que las valoraciones basadas en el método dictamen de peritos, 

tenía como premisas los datos descriptivos del inmueble consignados en la “ficha catastral” 

y relativos a superficie, estado, antigüedad, etc., datos que no fueron contrastados in situ 

por los sedicentes peritos. 

 

 

La Sentencia 1336/13 de 1/10/2013 dejó claro que “ni la regulación del Impuesto 

sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados ni la del Impuesto sobre 

Sucesiones y Donaciones contemplan una gestión administrativa colectiva en la 

determinación de las bases tributarias a aplicar. Justo lo contrario de lo que ocurre con el 

sistema actualmente consagrado en el Texto de la Ley de Haciendas Locales para la gestión 

del Impuesto sobre Bienes Inmuebles o del Impuesto sobre el Incremento del Valor de los 

Terrenos de Naturaleza Urbana: en uno y otro impuesto, la base viene determinada por el 

valor catastral del inmueble cuantificado por la colectiva Ponencia de valores cuya 

elaboración se encomienda a una organización administrativa ad hoc”. 

 

 

Esta nueva y tan esperada sentencia, dictada por la Sección cuarta de la Sala de lo 

Contencioso del TSJ de la Comunidad Valenciana, se remite totalmente a la famosa 

sentencia de 1/10/2013 y se mantiene señalando que “El principio de unidad de doctrina 

y seguridad jurídica obligan a mantener el mismo criterio, solamente indicar que las 

argumentaciones sobre la Orden de 23/2013, en nada afectan para mantener la 

opinión contraria, pues la referida Orden al establecer un sistema de coeficientes para 

la determinación del valor del inmueble no obvia las inmotivaciones de la 

comprobación de valores realizada por la administración, que persisten en los errores 

y vicios señalados por la reiterada doctrina jurisprudencial de esta Sala, entre las que 

se encuentra la sentencia citada”. 



                                                                                     

Contundente sentencia pues, que además condena en costas a la Administración, 

la cual no se pronuncia sobre el carácter retroactivo de la orden, echando por tierra el 

punto b) del artículo 57.1. de la LGT: “Estimación por referencia a los valores que figuren en 

los registros oficiales de carácter fiscal. Dicha estimación por referencia podrá consistir en la 

aplicación de los coeficientes multiplicadores que se determinen y publiquen por la 

Administración tributaria competente, en los términos que se establezcan 

reglamentariamente, a los valores que figuren en el registro oficial de carácter fiscal que se 

tome como referencia a efectos de la valoración de cada tipo de bienes. Tratándose de bienes 

inmuebles, el registro oficial de carácter fiscal que se tomará como referencia a efectos de 

determinar los coeficientes multiplicadores para la valoración de dichos bienes será el 

Catastro Inmobiliario”. 

 

 

Este mismo criterio ha de mantenerse pues en todas comprobaciones de valores 

basadas en las sucesivas ordenes que se han ido publicando para los años 2014 y 2015. 

 

 

Para el próximo año 2016, la Generalitat Valenciana tendrá que hacer un nuevo 

esfuerzo para no cometer nuevamente el mismo error. 

 

 

Felicidades a todos los contribuyentes que renunciaron a realizar la tasación pericial 

contradictoria para interponer la demanda, a los que muchos de ellos les he animado 

personalmente a tomar la decisión, y muy en especial a todos aquellos que tienen 

interpuesta conmigo la demanda . 

 

 

Chapeau por la decisión. 

 
 


